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¿Tiene preguntas sobre  
su factura?
El Hospital Yale New Haven con gusto ofrece a los pacientes 
y sus familias asesoría financiera sobre las facturas médicas y 
los programas de ayuda económica, incluyendo el Programa de 
Atención Gratuita.

Si hacen una cita, los pacientes pueden hablar en privado con 
un asesor financiero durante el horario de atención regular. Para 
su comodidad, ofrecemos este servicio después del horario de 
atención regular, en persona en YNHH, una vez por mes.

Fecha: martes, 18 de febrero de 2025

Hora: 5 - 7 pm

Lugar: Hospital de Niños (Children’s Hospital), 1 Park Street, 
primer piso Oficina de Admisiones (Admissions)

Se dispone de estacionamiento (también para discapacitados).

Recuerde, es necesario hacer una cita para hablar con un asesor 
financiero. Por favor, llame al 855-547-4584 para hacer una cita.

Contamos con asesores que hablan español.

Cómo Trump intenta ampliar sus poderes presidenciales 
y pone a EE.UU. al borde de una crisis constitucional

Por Anthony Zurcher y 
Kayla Epstein

En las primeras 
semanas de su 
segundo mandato, 
el presidente 
estadounidense 
Donald Trump no ha 
parado de exhibir su 
poder político.

D
esde que asumió 
el cargo el 20 de 
enero, Trump ha 
ordenado la sus-

pensión de todas las nuevas 
solicitudes de asilo, cancelado 
el reasentamiento de refugia-
dos, congelado la contratación 
y el gasto del gobierno, vacia-
do parcialmente las agencias 
establecidas por el Congreso, 
tomado medidas para prohibir 
la transición de género en ado-
lescentes y ofrecido un acuer-
do de finiquito para cientos de 
miles de empleados federales.

El torbellino de acciones 
unilaterales, en línea con sus 
promesas de campaña, ha 
forzado los límites del poder 
presidencial, además de des-
atar una ola de impugnaciones 
legales de demócratas, sindi-
catos y juristas.
TRUMP VS. EL PODER 

JUDICIAL
Los tribunales federales 

han sido, hasta ahora, los úni-
cos obstáculos importantes a 
la agenda de Trump.

Los jueces han suspendido 
temporalmente algunas de sus 
decisiones más polémicas, 
como la propuesta para poner 
fin al derecho de nacionalidad 
por nacimiento, recogido en la 
14ª Enmienda de la Constitu-
ción de Estados Unidos.

Pero Trump sigue presio-
nando y parece dirigirse a un 
enfrentamiento con el poder 
judicial que eventualmente 
podría llegar al tribunal más 
alto del país.

Esta semana, un juez de 
Rhode Island afirmó que el 
gobierno de Trump está desa-
fiando clara y abiertamente su 
orden judicial de descongelar 
miles de millones de dólares 
en fondos federales.

La Casa Blanca respondió 
que “todas las acciones” que 
tomó el presidente fueron 
“completamente legales”.

Si las órdenes de Trump 
llegan a la Corte Suprema 
de Estados Unidos, hay que 
tener en cuenta que seis de los 
nueve jueces que la integran 
-incluidos tres designados por 
el presidente en su primer 
mandato- son conservadores.

El tribunal emitió el año 
pasado una decisión que de-
claraba a Trump, y a todos los 
presidentes futuros, inmunes 

ante un procesamiento judicial 
por decisiones oficiales toma-
das durante su mandato.

Si bien esto ya fue una 
expansión histórica de la au-
toridad presidencial, algunos 
observadores han sugerido 
que las últimas medidas de 
Trump podrían formar parte 
de una estrategia para ampliar 
aún más sus poderes.

QUÉ PUEDE 
OCURRIR

Su decisión de congelar 
cientos de miles de millones 
de dólares en subvenciones 
federales y desmantelar la 
Agencia de Estados Unidos 
para el Desarrollo Internacio-
nal (USAID) entraría a prime-
ra vista en conflicto con el sis-
tema de pesos y contrapesos 
del gobierno estadounidense.

El Congreso, y no la Casa 
Blanca, tiene la autoridad para 
controlar el gasto federal y los 
impuestos. Los legisladores 
también crearon USAID, y 
se han presentado demandas 
argumentando que Trump no 
tiene autoridad legal para des-
mantelar la agencia y negarse 
a gastar los fondos asignados 
por el Congreso.

Pero, si los tribunales su-
periores aceptan mantener al-
gunas de sus amplias medidas 
ejecutivas, podría fortalecer su 
capacidad para transformar el 
gobierno y promulgar cambios 
de política sin la ayuda del 
Congreso.

Incluso aunque los tri-
bunales fallen en contra del 
presidente, opina Ilya Shapiro, 
experto constitucional del 
Manhattan Institute, esas 
derrotas legales podrían ser 
políticamente ventajosas.

“Puede haber beneficios 
políticos en el hecho de ser 
desafiado en los tribunales e 
incluso perder en ellos, porque 
entonces puede competir con-
tra los jueces y sacar provecho 
político”, indica.

Sin embargo, hay otro 
escenario: Trump podría sim-
plemente negarse a cumplir 
con las órdenes de cualquier 
tribunal que intente detener 
su ejercicio sin restricciones 
del poder presidencial.

En su alocución el martes 
en el Despacho Oval, el presi-

dente insinuó que esta podría 
ser una posibilidad.

“Queremos erradicar la 
corrupción”, afirmó Trump, “y 
parece difícil de creer que un 
juez pueda decir que no quiere 
que lo hagamos”.

“Tal vez tengamos que 
analizar a los jueces”, conti-
nuó. “Creo que es una viola-
ción muy grave”.

UN DESAFÍO 
HISTÓRICO

El vicepresidente de 
EE.UU., JD Vance, fue aún 
más contundente el pasado 
domingo: “los jueces no pue-
den controlar el poder legítimo 
del ejecutivo”, publicó en la 
red social X.

Es una opinión similar a la 
que el propio Vance expresó 
en un podcast de 2021 cuando 
dijo que, si Trump regresaba 
al poder, debería negarse a 
cumplir con cualquier orden 
judicial que le impidiera des-
pedir a empleados federales.

Sin embargo, desafiar di-
rectamente un fallo judicial 
iría en contra de siglos de 
historia de Estados Unidos 
y podría ser el inicio de una 
crisis constitucional que en-
frentaría al presidente con la 
rama del gobierno diseñada 
para establecer e interpretar 
las leyes del país.

“Mi interpretación es que 
el presidente Trump está 
poniendo a prueba los límites 
de lo que podría hacer sin 
que le afecte la ley, haciendo 
muchas cosas que son clara-
mente contrarias a la ley y tal 
vez algunas que están más 
cerca del límite”, evalúa Fred 
Smith, profesor de la Facultad 
de Derecho de la Universidad 
Emory.

“Está rompiendo muchas 
normas”, opina Smith sobre la 
nueva administración Trump, 
y agrega: “por qué está hacien-
do eso, solo él lo sabe a ciencia 
cierta. Pero lo está haciendo”.

Hasta ahora Trump y sus 
aliados han pronunciado co-
mentarios agresivos en públi-
co sobre decisiones judiciales 
desfavorables, pero aún no han 
sido sancionados por desobe-
decer a un tribunal.

Cuando el presidente fue 
objeto de varios procesos 

en los últimos cuatro años, 
cuestionó con frecuencia la 
legitimidad de los jueces que 
presidían el tribunal, pero sus 
abogados en la sala se adhirie-
ron a la ley y los procedimien-
tos legales.

El juez federal de Rhode 
Island, que suspendió otra 
orden de Trump para congelar 
algunos gastos federales, ad-
virtió el lunes que el gobierno 
estaba violando su orden de 
restricción temporal, sin llegar 
a declararlo en desacato.

LAS POSIBLES 
CONSECUENCIAS
El académico y jurista con-

servador Ed Whelan escribió 

en X que sería “extremada-
mente grave” que el gobierno 
de Trump desafiara una orden 
judicial federal.

“Estoy abierto al argumen-
to de que circunstancias ver-
daderamente extraordinarias 
(como una situación hipotética 
extrema) podrían justificar el 
desafío”, escribió Whelan.

Pero, sentenció, “en nues-
tro sistema constitucional 
debería haber una presunción 
abrumadora a favor del cum-
plimiento de las órdenes de los 
tribunales federales por parte 
del poder ejecutivo”.

Si Trump desobedece -y 
por lo tanto deslegitima- a los 
tribunales, la decisión podría 
volverse en su contra cuando 
vea aplicarse su propia agenda 
legal, opinan algunos expertos 
legales.

Estados demócratas como 
California, por ejemplo, po-
drían tender a ignorar las 
directivas de la Casa Blanca 
y las leyes federales que no 
les gustan, y Trump tendría 
dificultades para utilizar los 
tribunales a la hora de obligar 
a aquellos a obedecer.

“Si el ejecutivo decide aca-
tar algunas órdenes judiciales 
pero no otras, se dará cuenta 
de que no habrá ninguna orden 

judicial que desee obedecer”, 
expone Philip Bobbitt, un 
experto en derecho cons-
titucional de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de 
Columbia.

“Simplemente, no creo 
que hayan pensado en eso”, 
agrega.

Cuando Donald Trump re-
decoró a su gusto el Despacho 
Oval en enero, repuso un re-
trato del presidente Andrew 
Jackson que había colgado en la 
pared frente al escritorio Hayes 
durante su primer mandato.

Jackson, séptimo presi-
dente de Estados Unidos, es 
recordado por un importante 
episodio en el que desafió a 
la Corte Suprema: cuando los 
jueces decidieron sobre una dis-
puta entre el estado de Georgia 
y los gobiernos de la comunidad 
cherokee en 1832, Jackson se 
negó a seguir sus directrices.

El histórico mandatario 
supuestamente dijo, sobre el 
fallo del presidente de la Corte 
Suprema: “John Marshall ha 
tomado su decisión, ¡ahora 
que la haga cumplir!”.

Casi 200 años después, 
Trump se encuentra en su 
propio camino hacia el con-
flicto con el poder judicial de 
Estados Unidos.

El magnate Elon Musk es el encargado de recortar gastos en el gobierno de Trump, con 
decisiones que podrían encontrar obstáculos en los tribunales.


